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Panel integrado por su presidente, el juez Bermúdez Torres, el juez 

Adames Soto y la juez Aldebol Mora. 
 
Aldebol Mora, Juez Ponente 
 

S E N T EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos la parte recurrente, LT Autos, LLC, 

mediante un recurso de revisión judicial, y solicita que revisemos 

una Decisión del Secretario del Trabajo y Recursos Humanos emitida 

por la parte recurrida, Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos, el 2 de mayo de 2024, notificada al día siguiente. 

Mediante dicho dictamen, la agencia revocó la Resolución de la 

División de Apelaciones del organismo administrativo y declaró 

elegible a Miguel J. Rodríguez Centeno para recibir los beneficios del 

seguro por desempleo. 

Posteriormente, la parte recurrida presentó ante nos una 

solicitud de desestimación.  
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

declara Ha Lugar la referida solicitud y, en su consecuencia, se 

desestima el presente recurso por falta de jurisdicción. 

I 

 Miguel J. Rodríguez Centeno (Rodríguez Centeno) solicitó ante 

el Negociado de Seguridad de Empleo (Negociado) del Departamento 

del Trabajo y Recursos Humanos (Departamento o recurrido) los 

beneficios por desempleo, al amparo de la Ley de Seguridad de 

Empleo de Puerto Rico, Ley Núm. 74 de 21 de junio de 1956, según 

enmendada, 29 LPRA sec. 704 (b)(3) (Ley de Seguridad de Empleo), 

debido al despido de este por parte de su patrono LT Autos, LLC 

(recurrente).1 

 Evaluada la petición, el 30 de agosto de 2023, el Negociado 

emitió un Aviso al Último Patrono Sobre Determinación, mediante la 

cual resolvió que Rodríguez Centeno era elegible al beneficio de 

desempleo solicitado.2 Fundamentó su decisión en que el despido de 

Rodríguez Centeno no fue ocasionado por una conducta incorrecta 

relacionada con el trabajo de este. 

 El 12 de septiembre de 2023, LT Autos, LLC se opuso a la 

mencionada determinación, por entender que Rodríguez Centeno, 

como gerente de ventas, incurrió en una falta crasa al autorizar la 

venta de cinco unidades de ciertos modelos de vehículos marca 

Toyota.3 Ello, a pesar de que Rodríguez Centeno había recibido un 

correo electrónico de parte de la productora de automóviles Toyota 

en la que expresamente ordenaba un Stop Sale de dichas unidades 

debido a un Safety Recall. Arguyó que tal incumplimiento con una 

ley federal exponía a la empresa a multas que excedían los mil 

dólares, así como a posibles reclamos por daños que podrían sufrir 

 
1 Apéndice del recurso, págs. 216-218. 
2 Íd., pág. 215. 
3 Íd., pág. 214. 
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las personas que compraron esas unidades. En virtud de ello, el       

14 de septiembre de 2023, solicitó la celebración de una audiencia 

ante un árbitro.4 

 Celebrada la vista solicitada, el 30 de noviembre de 2023, 

notificada el 20 de diciembre del mismo año, la División de 

Apelaciones del Departamento emitió una Resolución mediante la 

cual revocó la determinación del Negociado.5 Concluyó que 

Rodríguez Centeno era inelegible para recibir los beneficios de 

compensación de seguro por desempleo, toda vez que, con sus 

actuaciones, facilitó el que se pusiera en riesgo los intereses 

patronales y la seguridad de los clientes y terceros. 

Insatisfecho, el 8 de enero de 2024, Rodríguez Centeno 

presentó una apelación ante el Secretario del Trabajo.6 En síntesis, 

argumentó que su despido fue injustificado, ya que siempre acató 

las directrices de su supervisor inmediato y se dejó llevar por la 

manera de resolver a favor de la compañía. Sostuvo que la prueba 

testifical demostró que procedía la determinación del Negociado, 

declarándolo elegible de los beneficios de compensación de seguro 

por desempleo. 

Luego de varios trámites administrativos, y celebrada una 

audiencia a esos efectos, el 2 de mayo de 2024, notificada al día 

siguiente, el Departamento revocó la Resolución de la División de 

Apelaciones de la agencia y declaró elegible a Rodríguez Centeno 

para recibir los beneficios del seguro por desempleo.7 Concluyó que 

Rodríguez Centeno no incurrió en conducta incorrecta ni 

intencional. 

 
4 Apéndice del recurso, págs. 212-213.  
5 Íd., págs. 177-179. 
6 Íd., págs. 168-175. 
7 Íd., págs. 1-10. 
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En desacuerdo, el 22 de mayo de 2024, LT Autos, LLC 

presentó una solicitud de reconsideración, la cual no fue atendida 

por la agencia recurrida en el término aplicable para ello.8 

 Inconforme aún, el 3 de julio de 2024, la parte recurrente 

acudió ante nos mediante el recurso de epígrafe y señaló el siguiente 

error: 

Primer y único error, erró el Departamento al declarar 
elegible al Sr. Rodríguez luego de celebrada una vista en 
apelación, cuando [e]ste claramente incurrió en 

conducta incorrecta, según est[á] delimitado en la 
exclusi[ó]n contenida en la Secci[ó]n 4(B)(3) de la Ley de 

Seguridad de Empleo de Puerto Rico. 
 

 Posteriormente, el 19 de julio de 2024, la parte recurrida 

compareció mediante Escrito en Cumplimiento de Resolución y 

Solicitud de Desestimación. En esencia, solicitó la desestimación del 

recurso porque, según adujo, este fue notificado tardíamente sin que 

el recurrente demostrara justa causa para ello. A su vez, arguyó que 

la parte recurrente no tenía legitimación activa para recurrir de la 

determinación del Secretario del Trabajo. En lo pertinente, alegó 

que, si bien el patrono disfrutaba del derecho a ser notificado sobre 

los procesos que involucraran a una persona exempleada, eso no lo 

convertía en parte del proceso. Añadió que ello se debía a que el 

Secretario del Trabajo no estaba en una relación mutua con el 

patrono, ni representaba los intereses de este en tales procesos 

administrativos. 

 En cumplimiento con nuestra Resolución del 22 de julio de 

2024, la parte recurrente presentó una Moción en Oposición a 

Solicitud de Desestimación el 29 del mismo mes y año. En síntesis, 

arguyó que, como patrono, tenía intereses involucrados que se 

podían ver afectados por la determinación recurrida, razón por la 

cual tenía legitimación activa para presentar el recurso de epígrafe. 

Alegó que era un hecho irrefutable que había participado 

 
8 Apéndice del recurso, págs. 11-21. 
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activamente en todas las etapas del proceso administrativo y que 

ello lo hacía parte del proceso, conforme establecía la Sección 6(i) de 

la Ley de Seguridad de Empleo, 29 LPRA sec. 706(i). 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

II 

A 

La jurisdicción es el poder o autoridad de un tribunal para 

considerar y decidir casos y controversias. R&B Power, Inc. v. Junta 

de Subasta ASG, 2024 TSPR 24, 213 DPR ___ (2024); FCPR v. ELA 

et al., 211 DPR 521 (2023); MCS Advantage v. Fossas Blanco et al., 

211 DPR 135 (2023); Cobra Acquisitions v. Mun. Yabucoa et al., 210 

DPR 384 (2022). Es por ello que, la falta de jurisdicción de un 

tribunal incide directamente sobre el poder mismo para adjudicar 

una controversia. Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, 204 DPR 374, 

386 (2020). Por tal razón, es norma reiterada que los tribunales son 

celosos guardianes de su jurisdicción y que tienen el deber 

ineludible de auscultar dicho asunto con preferencia a cualesquiera 

otros. R&B Power, Inc. v. Junta de Subasta ASG, supra; Pueblo v. 

Torres Medina, 211 DPR 950 (2023). 

De ese modo, la ausencia de jurisdicción trae varias 

consecuencias, tales como: (1) que no sea susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no puedan conferírsela voluntariamente a 

un tribunal como tampoco puede este arrogársela; (3) conlleva la 

nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el 

ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) obliga a los 

tribunales apelativos a examinar la jurisdicción del foro de donde 

procede el recurso; y (6) puede presentarse en cualquier etapa del 

procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal motu 

proprio. Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, supra. 



 
 

 
KLRA202400352 

 

6 

En ese sentido, en reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico ha expresado que los tribunales tenemos el deber de 

proteger nuestra jurisdicción sin poseer discreción para asumirla 

donde no la hay. Pueblo v. Ríos Nieves, 209 DPR 264 (2022). Por 

tanto, si un tribunal carece de jurisdicción, solo resta así declararlo 

y desestimar la reclamación sin entrar en los méritos de la 

controversia. Municipio de Aguada v. W. Construction, LLC y otro, 

2024 TSPR 69, resuelto el 21 de junio de 2024; R&B Power, Inc. v. 

Junta de Subasta ASG, supra; Mun. de San Sebastián v. QMC 

Telecom, 190 DPR 652, 660 (2014). A esos efectos, las cuestiones de 

jurisdicción son de índole privilegiada y deben ser resueltas con 

preferencia. Íd.; Pueblo v. Ríos Nieves, supra; FCPR v. ELA et al., 

supra. 

B 

Sabido es que los tribunales solo pueden resolver casos que 

sean justiciables. Bhatia Gautier v. Gobernador, 199 DPR 59, 68 

(2017); Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 DPR 920, 931 

(2011). El principio de la justiciabilidad gobierna el ejercicio de la 

función revisora de los tribunales, fijando la jurisdicción de estos. 

Conforme a dicho principio, los tribunales limitan su intervención a 

resolver controversias reales y definidas que afectan las relaciones 

jurídicas de partes antagónicas u opuestas. Super Asphalt v. AFI y 

otro, 206 DPR 803, 815 (2021); U.P.R. v. Laborde Torres y otros I, 

180 DPR 253, 279-280 (2010); E.L.A. v. Aguayo, 80 DPR 552, 583-

584 (1958). Así, pues, los tribunales debemos evaluar estos 

requisitos de origen constitucional antes de considerar y 

pronunciarnos sobre los méritos de una controversia. Íd. 

Como elemento esencial para la adjudicación de los méritos 

de una controversia, el principio de justiciabilidad impone a los 

tribunales el deber de evaluar si la parte que acude ante nuestra 

consideración posee legitimación activa o standing. Hernández, 
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Santa v. Srio. de Hacienda, 208 DPR 727, 738-739 (2022); 

Hernández Torres v. Gobernador, 129 DPR 824, 835 (1992). El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido la legitimación activa 

como “la capacidad que se le requiere a la parte promovente de una 

acción para comparecer como litigante ante el tribunal, realizar con 

eficiencia actos procesales y, de esta forma, obtener una sentencia 

vinculante”. Íd., citando a Ramos, Méndez v. García García, 203 DPR 

379, 394 (2019); Bhatia Gautier v. Gobernador, supra, pág. 69. El 

propósito de la legitimación activa es que el tribunal se asegura de 

que la parte reclamante tiene un interés genuino, va a perseguir su 

causa vigorosamente y que todos los asuntos pertinentes serán 

presentados ante la consideración del juzgador. Pérez Rodríguez v. 

López Rodríguez et al., 210 DPR 163, 178-179 (2022). 

 Conforme a la doctrina de justiciabilidad, la parte que solicita 

un remedio judicial debe demostrar que: (1) ha sufrido un daño claro 

y palpable; (2) el daño es real, inmediato y preciso, no abstracto o 

hipotético; (3) existe una conexión entre el daño y la causa de acción 

ejercitada, y (4) la causa de acción surge al palio de la Constitución. 

Hernández, Santa v. Srio. de Hacienda, supra, pág. 739; Bhatia 

Gautier v. Gobernador, supra. 

C 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9601 et 

seq. (LPAU), regula lo concerniente a la revisión judicial de las 

órdenes o resoluciones finales de los organismos administrativos. El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que el derecho a 

cuestionar dichas determinaciones es parte del debido proceso de 

ley cobijado por nuestra Constitución. ACT v. Prosol et als., 210 DPR 

897 (2022); Asoc. Condómines v. Meadows Dev., 190 DPR 843, 847 

(2014), citando a Picorelli López v. Depto. de Hacienda, 179 DPR 720, 

736 (2010).  
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Conforme a lo anterior, una parte adversamente afectada por 

una orden o resolución final de una agencia, que haya agotado todos 

los remedios provistos por la agencia o por el organismo 

administrativo apelativo correspondiente, podrá presentar una 

solicitud de revisión ante el Tribunal de Apelaciones. Sección 4.2 de 

la LPAU, 3 LPRA sec. 9672; Miranda Corrada v. DDEC et al., 211 

DPR 738 (2023). Para los efectos de la revisión judicial, son partes 

la persona promovida o la promovente, esto es, la persona objeto de 

la acción administrativa. Fund. Surfrider y otros v. A.R.Pe., 178 DPR 

563, 576 (2010). Asimismo, son partes aquellas personas naturales 

o jurídicas a quienes, por haber participado e intervenido en el 

procedimiento administrativo, la agencia las hizo partes mediante el 

mecanismo de intervención, previa solicitud formal debidamente 

fundamentada. Íd. 

En lo aquí atiente, la Sección 6 de la Ley de Seguridad de 

Empleo de Puerto Rico, Ley Núm. 74 de 21 de junio de 1956, según 

enmendada, 29 LPRA sec. 29 LPRA sec. 706, gobierna lo relacionado 

al proceso de apelación al amparo de este estatuto. En particular, el 

inciso (i)(2) de la citada sección establece que serán partes en los 

procedimientos de revisión judicial el Secretario del Trabajo y todas 

las partes que hayan intervenido en los procedimientos anteriores. 

Ahora bien, en el contexto de un procedimiento 

administrativo, se le ha reconocido al patrono el derecho a ser 

notificado sobre los procesos que impliquen a una persona 

exempleada, sin embargo, esto no lo convierte en parte. Acevedo v. 

Western Digital Caribe, Inc., 140 DPR 452, 467 (1996). Por otro lado, 

el Secretario del Trabajo y Recursos Humanos no se encuentra en 

relación mutua con el patrono, ni representa los intereses de este en 

los procesos administrativos de tal naturaleza. Íd. Es decir, el hecho 

de que un patrono comparezca en el procedimiento mediante el cual 

se determina la elegibilidad al seguro por desempleo, no le otorga 
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legitimación en dicho procedimiento. Ello se debe a que el patrono 

no está expuesto a pérdida económica alguna ante una 

determinación de dicho Negociado, debido a que los beneficios del 

desempleo provienen del fondo de reserva y no de los recursos del 

patrono. Íd., págs. 467-468. 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

ante nos. 

III 

Sabido es que los tribunales deben ser celosos guardianes de 

su jurisdicción y que no poseen discreción para asumirla donde no 

la tienen. Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, supra. Por 

consiguiente, los asuntos relacionados a la jurisdicción de un 

tribunal son privilegiados y deben atenderse con primicia. Íd. Por 

tratarse de un asunto de índole jurisdiccional, procedemos a evaluar 

si la parte recurrente tiene legitimación activa para incoar la 

presente revisión judicial. Veamos. 

Luego de examinar sosegadamente el expediente ante nos, 

colegimos que LT Autos, LLC no tiene legitimación activa para instar 

el recurso que nos ocupa. Si bien el recurrente participó de varias 

etapas del procedimiento administrativo, ello no lo convirtió 

automáticamente en parte, toda vez que la agencia no lo designó 

expresamente como tal mediante el mecanismo de intervención, 

previa solicitud formal debidamente fundamentada, la cual nunca 

fue presentada por el recurrente. Es decir, la participación e 

intervención de LT Autos, LLC en el proceso administrativo, sin más, 

no le confirió legitimación activa, según requerido por nuestro 

ordenamiento jurídico actual, para cuestionar mediante un recurso 

de revisión judicial la determinación emitida por el Departamento.  

En virtud de lo anterior, habiendo el recurrente acudido ante 

este Foro sin legitimación activa, no podemos sino declarar nuestra 

falta de jurisdicción sobre el recurso de autos y, a su vez, declarar 
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Ha Lugar la moción de desestimación promovida por la parte 

recurrida. 

IV 

Por los fundamentos que anteceden, declaramos Ha Lugar la 

solicitud de desestimación presentada por la parte recurrida y, en 

su consecuencia, desestimamos el presente recurso por falta de 

jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


